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P R E S E N T E.


La estabilidad política y el régimen de libertades que disfrutas el país, son el resultado de una  sociedad que ha ido estableciendo las bases legales e institucionales que necesita; esas bases se encuentran tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cuanto en la local.


La democracia es el estilo de vida que hemos elegido para sostener nuestras libertades; la verdad y la congruencia rigen nuestras acciones; respetamos a quines piensan distinto, no hay prejuicios ni sentimientos que puedan alejarnos del imperio de la razón.


El perfeccionamiento de nuestro sistema democrático es propósito de todos los mexicanos y es por ello que acordes con la realidad y la fuerza transformadora de nuestra sociedad, el sistema constitucional del país establece vías para evitar el anquilosamiento de las  instituciones; el proceso revolucionario continúa vivo, porque asimila los cambios habidos en el tiempo que han hecho posible la paz social.


Jalisco, es un estado de libertades que se vigoriza y se defiende cada día por gobernantes y gobernados;  somos una sociedad plural, que tiene un compromiso de renovación, en el que todas las disidencias tienen cauce abierto siempre que se manifiesten por la vía institucional.


La reforma política es la mejor afirmación de la democracia. La participación de las minorías con las mayorías de vida a la democracia política, obra del pueblo y permite la transformación de nuestro estado.

En efecto, a partir de la fecha de promulgación de  nuestra Constitución Política local, en el año de 1917, se han obtenido decisivas conquistas sociales económicas y políticas; todas ellas producto de la convicción nacionalista de nuestro Estado. Jalisco siempre se ha significado por su esencia mexicana y por  afirmar categóricamente nuestra democracia y nuestra dignidad de hombres libres.

Jalisco, al igual que nuestro país en su conjunto, vive bajo el signo del cambio demográfico; población creciente año con año, aunque a tasas en disminución, operándose transformaciones profundas en su estructura demográfica y modificaciones importantes en el patrón de ocupación de su territorio, cambios estos impactan todos los aspectos sociales, culturales, políticos y económicos de la entidad.


Es evidente que la convivencia humana exige, cuando el crecimiento demográfico multiplica los derechos de los individuos y sus obligaciones correlativas la mayor definición y la mayor claridad, el mejor conocimiento particular de los derechos de cada quien y de los derechos y obligaciones que los grupos políticos  tienen frente a la sociedad y frente a la nación.

En el campo de la vida política en nuestra entidad se han producido importantes y significativas modificaciones. Para corroborar esta afirmación es importante destacar que de 1917 a la fecha en Jalisco, se han expedido cuatro leyes electorales, resaltándose que en las promulgadas en los años de 1917 y 1918, no existía propiamente un sistema de partidos políticos, ni tampoco se contemplaba a los organismos electorales que estuvieran encargados de las funciones relativas al proceso electoral.


En este aspecto, significativos han sido los avances que en la legislación electoral del Estado se han presentado respecto de los partidos políticos; dado que si bien en el año de 1917, la legislación electoral vigente en la entidad establecía la participación en las elecciones de candidatos independientes y de partidos políticos, también lo es a partir de 1979, se les reconoce la calidad de entidades de interés público, con lo que se les asegura su amplia participación en los procesos electorales correspondientes, destacándose igualmente  que no es sino hasta el citado año de 1979, en el que se les reconoce  a los mencionados partidos políticos prerrogativas tales como exención de impuestos y derechos por donaciones y por compra venta de inmuebles para el ejercicio de sus funciones específicas, entre otras. 


Por lo que  toca a los organismos electorales también es de resaltar el avance logrado dado que en 1917, eran las autoridades municipales las que designaban a los instaladores de las casillas electorales, así como señalaban los lugares en que deberían instalarse  cada casilla electoral, estando integradas las juntas computadoras en la elecciones de munícipes por los propios regidores designados por el ayuntamiento; ahora bien en el año de 1948, la Ley Electoral del Estado expedida en  esa fecha, contempla la existencia de un organismo permanente, denominado Consejo Electoral, integrado entre otros, por dos miembros designados por los partidos políticos registrados, así como la creación de Comités Distritales y Delegados Municipales como autoridades electorales.

En este mismo sentido, posteriormente la Ley  Electoral del Estado permitió que todos los partidos políticos registrados formaran parte de los organismos electorales, con lo que se llevó a cabo un avance importante en la participación directa de los propios partidos políticos en el seno de los expresados organismos electorales, reconociéndoseles su calidad de consejeros y comisionados, con voz y voto en las sesiones correspondientes.


En lo que se refiere a los avances que se han dado en cuanto a la apertura democrática para la integración del Congreso del Estado, es importante destacar que en el año de 1978, se reformó la Constitución Política del Estado, a efecto de señalar que el citado Congreso se integraría con 20 Diputados electos según el principio de votación mayoritaria relativa y hasta 6 Diputados de partido, dándose mediante esta reforma un importante avance en la participación  de las minorías y la que permitió que la XLIX Legislatura Estatal, estuviera formada por representantes populares de cinco partidos políticos registrados. Gracias a la citada apertura democrática, en las elecciones para la renovación del Poder Legislativo  celebradas en 1982 se registraron 240 candidatos propietarios y suplentes de parte de seis partidos políticos, lo que permitió que la “L” Legislatura estatal estuviera formada por Diputados representantes de cinco de los seis  partidos contendientes.


Para la integración de la actual Legislatura en el proceso electoral realizada en 1985. Se postularon 286 candidatos propietarios y suplentes por los nueve partidos políticos contendientes lo que permitió que en esa Soberanía se encuentren representadas diversas  corrientes del pensamiento en clara demostración del pluralismo  político  existente en la entidad.

En el mismo año de 1978, también se reformó la Constitución Política del Estado, para establecer la integración de los  ayuntamientos con munícipes electos por el principio de mayoría relativa y por el de representación proporcional, con lo que se abrió el cauce al pluralismo político y a la participación de las minorías en el órgano de gobierno municipal, precisándose  en la  Ley Electoral del Estado la forma y condiciones para que dicha minoría accediera a los ayuntamientos.


En el año de 1982, se reformó la Ley Electoral del Estado para señalar que la integración de los ayuntamientos de la entidad, en cuanto a su número sería proporcional el número de habitantes que tuviera cada  municipio, continuando con el sistema de representación proporcional en aquello municipios superiores a los trescientos mil habitantes.



En una clara demostración del proceso de apertura democrática en el año de 1984, se reformó la Ley Electoral el Estado para indicar la posibilidad de que todos los ayuntamientos de la entidad sin importar el  número de habitantes, se integraran además de los munícipes electos por mayoría relativa, con regidores de representación proporcional, fijando las bases, fórmulas y  las condiciones para lograr la asignación correspondiente.


Sobre este particular, es interesante destacar que en la elección celebrada en 1985, para la elección de los ayuntamientos de la entidad, participaron los nueve partidos políticos registrados, los que postularon 5,560 candidatos lo que refleja la amplia participación que sólo gracias a la apertura democrática y al pluralismo político se pudo obtener, existiendo actualmente con base a los resultados arrojados en dicha elección,  ochenta y cuatro regidores de representación proporcional en 79 municipios del Estado.


Convocados por el Primer Magistrado de la Nación, los jaliscienses concientes de que la asimilación del cambio es la base de nuestra estabilidad política y social, participamos con entusiasmo en la consulta popular para la renovación político-electoral, celebrada en  1986, en la República Mexicana.


En la entidad, igualmente convocamos a los partidos, a las asociaciones políticas, a los organismos académicos, sociales y a la sociedad en general, a que emitiera sus puntos de vistas, sus ideas y sugerencias, a fin de tener los elementos necesarios para someter al conocimiento de esa soberanía, una iniciativa de ley para realizar las  modificaciones correspondientes a la Constitución Política local y crear el nuevo ordenamiento  electoral estatal.


Fueron principios rectores en las jornadas de consulta popular el pluralismo ideológico, la transparencia del proceso electoral, la adecuación de la integración y funciones de los organismos electorales, el establecimiento de instancias jurisdiccionales en el proceso electoral y una mayor participación de la ciudadanía en los comicios.


Congruentes con nuestra tradición federalista y con el objeto de mantener a Jalisco en la vanguardia democrática, nos corresponde ahora a los jalisciense  dentro del marco de nuestra soberanía, adecuar la  Constitución Política de nuestro Estado con las reformas  realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo cual someto a su consideración la presente iniciativa de reformas a varios preceptos legales del citado ordenamiento que tienen relación con la renovación político electoral realizada a nivel federal, resultado de la expresión popular manifestada al través de la citada consulta pública llevada a cabo, la que desde luego sin pretender adoptar literalmente las propuestas de los partidos políticos, instituciones, organizaciones y ciudadanos que participaron en la misma, por ser entre sí mutuamente contrapuestas, sin embargo se han tomado en  cuenta las opiniones vertidas al estimarse que el aumento de la participación ciudadana en los asuntos públicos, es presupuesto para la modernización y actualización de nuestros textos legales.

La iniciativa que se somete a la consideración de esa Soberanía, propone se reformen los artículos  2°, 6°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 25, 28 y 30 de la Constitución Política del Estado, así como que se  reformen y adicionen los artículos 23 y 36 de la propia Constitución, a efecto de que conjuntamente en estas nuevas  bases constitucionales, y en los términos de la iniciativa de una nueva Ley Electoral del Estado que por separado igualmente envío a la consideración de esa representación popular, en la que se establecen las bases legales correspondiente para realizar los cambios de representantes populares en la entidad.


Dado que la democracia es el signo de nuestros tiempos y consiste en que las acciones estén fundadas en la conciencia popular que se manifiesta en la participación el pueblo en la toma de decisiones públicas, propongo se reforme el artículo 2° de la Constitución Política local, modificando su redacción actual y  agregando cuatro párrafos nuevos para sentar las bases del proceso electoral.


El párrafo actual, de aprobarlo esa Soberanía, se modificaría para declarar que el Gobierno del Estado es republicano, democrático representativo y popular.


Se incluye el concepto democrático que no aparece en el texto vigente, con el objeto de resaltar  que el Gobierno del Estado además de ser de corte republicano, por así consignarlo el pacto federal y de tener una representación emanada de la voluntad popular, así como de que es el pueblo el que ejercita ese gobierno al través de las instituciones, debe mencionarse que también es democrático, dado que este concepto es condición para que queda darse el pluralismo como expresión madura de la democracia en el estado de derecho.


Por democracia, debemos entender la igualdad política de los ciudadanos, quienes al expresar su voluntad eligen a sus representantes en forma mayoritaria. Sin  que deban soslayarse las voluntades de los que no  pertenecen al consenso de las mayorías, habida cuenta que estos también deben hacer sentir su modo de pensar y debe oírse su voz, a fin de que tanto mayorías como minorías participen en la tarea social y política que permita ir perfeccionando nuestro sistema democrático.

Por otra parte, se propone que en el citado precepto legal se establezca en nuestra Constitución Política, el principio constitucional de que en poder público dimana del pueblo y que es éste quien designa a sus representantes mediante el sistema de elecciones y fijándose la base constitucional a los procesos electorales; se estima de suma importancia incluir este principio para darle el marzo de adecuación a nuestra Constitución y al pacto federal del que Jalisco forma parte.


Se propone igualmente, incorporar el  principio constitucional que fue materia de reformas al artículo 60 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de establecer la base constitucional a efecto de que competa al Gobierno del Estado, con la corresponsabilidad de los partidos políticos y de los ciudadanos, la preparación desarrollo y vigilancia de los procesos electorales, por ser una función de orden público e interés social.


Siendo el ejercicio democrático la participación de todas sus partes, debe recalcarse que no sólo corresponde al Gobierno del Estado impulsar este desarrollo, sino que en una medida importante el perfeccionamiento de dicha democracia depende también de la participación de los partidos políticos y de los ciudadanos,  máxime que las contiendas electorales no deben ser torneos de injurias y mucho menos de violencia, dado que consisten en intenso acopio de información, ejercicio lúcido de análisis y entusiasta propuesta de resoluciones y personas idóneas para lograr el bienestar general. El fortalecimiento de nuestra democracia, que es responsabilidad de todos, proviene de la seriedad e intensidad con la que los partidos políticos presenten plataformas,  programas y candidatos.


En tales condiciones,  es fundamental la amplia participación popular en los procesos electorales, así como que el Gobierno del Estado se responsabilice conjuntamente tanto con los partidos políticos cuanto con la ciudadanía en general en la vigilancia de la legalidad limpieza de los comicios, toda vez que dicha función es de evidente interés general y corresponde por tanto a todos los miembros de la sociedad participar en forma corresponsable en la totalidad del proceso electoral, pues es incuestionable que el orden público está por encima del interés  particular.


En el propio precepto cuya reforma se propone, se establece que en la ley se mencionarán los organismos electorales que tendrán a su cargo la citada función, así mismo los medios de impugnación para garantizar que los actos y resoluciones de tales organismos se ajusten a lo dispuesto por esta Constitución y la Ley de la materia.


Es de suma importancia destacar que, en el propio precepto legal se propone la institución de un Tribunal de lo contencioso Electoral, para que garantice la legalidad del proceso electoral, a efecto de que los aspectos de índole administrativo queden en forma exclusiva reservados para los organismos electorales y sus dependencias y los de naturaleza contenciosa, sean ventilados por el expresado Tribunal, Mediante este sistema, se garantiza que sea un organismo autónomo el que conozca y resuelva en derecho, las inconformidades que se sometan a su conocimiento, asegurándose que desde la etapa preparatoria, los procesos electorales se lleven a cabo en la forma y términos que contemple la ley de la materia. Dicho  Tribunal se integrará y tendrá la competencia que se precisa en forma detallada en la Ley electoral del Estado que por separado se envía a esa Soberanía.

Al darle sustento constitucional a un Tribunal Contencioso Electoral, se está haciendo realidad el anhelo de los jalisciense que en materia político-electoral exista un organismo autónomo que al margen de los intereses de los partido políticos contendientes resueltos en justicia los asuntos que se sometan a su consideración, En este sentido es dable insistir que Jalisco tiene una honda y vigorosa tradición en la justicia y que es la realización  de la misma,  un problema que siempre ha preocupado al hombre, al través de todos los tiempos, dado que así se ha demostrado en la historia de la humanidad. La justicia es para nosotros, y en  especial en materia electoral, una condición de acción política congruente con la idea de renovación moral de la sociedad que  postula el Presidente Constitucional de los estados Unidos Mexicanos; es un camino firme y claro para la renovación moral en el respeto y el cumplimiento de la ley; finalmente, es dable mencionar que por lo que se refiere al Tribunal en comento, sus resoluciones serán obligatorias y sólo podrán ser modificadas en materia de calificación de elecciones por el Colegio electoral del Congreso del Estado.

En el propio artículo que se propone reformar se establece con toda claridad que el expresado Colegio Electoral del Congreso del Estado, será la última instancia en cuanto a la calificación de elecciones, así como  que las resoluciones que en esa materia se dicten por el  expresado Colegio tendrán el carácter de inatacables y definitivas. Sobre este particular, es interesante traer a colación que desde la primera Constitución Política  del Estado, se implantó el sistema de la autocalificación por los integrantes del Congreso del Estado, sistema éste que se continuó en la Constitución vigente que data de 1917 y que se reafirmó en las distintas leyes electorales que han existido en la entidad, en las que ha sido común  denominador el que se conserve este principio, máxime que es una garantía para el Poder Legislativo, habida cuenta que son sus propios miembros quienes determinan cuáles de ellos deberán ocupar las curules, toda vez que de acuerdo con el principio de división de poderes existente en nuestra carta Fundamental y la propia local, no se puede permitir que la integración del expresado Poder, quede sujeto a las determinaciones de los otros poderes, quienes por la propia característica de sus actividades, están encargados por mandato constitucional de atender otras diversas funciones; por todo ello, en respecto del equilibrio que debe prevalecer entre los tres Poderes existentes en la entidad, es por lo que se estima que se debe dejar la calificación de las elecciones al propio Congreso del Estado, con lo que se robustece la independencia en la que este Poder tiene su origen.

Por otra parte, congruente con las reformas efectuadas al artículo 116 de nuestra Carta Magna, en lo relativo a la división del poder público de los estados, se propone reformar el artículo 6°, a fin de utilizar una expresión más apropiada respecto del Poder Público en nuestra Constitución local, cambiando el anacrónico  concepto de Supremo Poder del Estado utilizado en la Constitución local, toda vez que de acuerdo con el sistema republicano, representativo, popular y democrático, el Poder Público es uno solo, dividido para su ejercicio en tres Poderes, por lo que es inadecuado referirse a un Supremo Poder que tal vez  pudiere confundir o malinterpretar nuestra definición constitucional o política, toda vez que estos tres Poderes forman parte del mismo y ninguno de ellos se encuentra en una escala superior de los otros, por lo que ésta adecuación se considera necesaria dado que define en forma precisa la forma como se encuentra dividido el Poder Público de nuestro Estado, que al formar parte del pacto federal, debe ser congruente con o establecido en el primer párrafo del expresado artículo 116 de la referida Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por otra parte, tomando en cuenta el sentir popular manifestado en la  consulta correspondiente, someto a la consideración de esa Soberanía la reforma del artículo 8°, de la Constitución Política local,  con la finalidad de aumentar el número de los diputados que integrarán el Congreso del Estado, ello con la finalidad de  buscar que de manera coherente la voluntad nacional y la local se expresen en la integración del poder que representa al pueblo.


El objeto de estas reformas estriba en acrecentar las oportunidades de representación e los partidos minoritarios, sin detrimento de mecanismos que asegure como resultado de la expresión electoral la conformación de una clara y firme mayoría, es por ello que se  propone cambiar el sistema de diputados de partido a que tienen derecho las minorías, por un sistema más amplio y flexible, como lo es el de diputados de representación proporcional, votados en listas correspondientes a una o varias circunscripciones plurinominales.


Es indudable que el crecimiento demográfico de nuestra entidad requiere que en forma proporcional se encuentren representadas las diversas tendencias políticas de los distintos habitantes del Estado, motivo por el cual se propone aumentar a treinta y cuatro el número de diputados que conformen el referido Congreso Estatal La propuesta pretende mantener vigente el sistema mixto de integración del Congreso, preservándose el principio de mayoría relativa, con los veinte diputados que actualmente son elegidos de acuerdo con el expresado sistema, e incrementarse de seis a catorce el número de diputados que deban ser elegidos por el principio de representación proporcional. Sobre éste particular, es interesante destacar que, actualmente los veinte diputados de mayoría relativa, representan el 76.92% del total de los miembros del Congreso y que los seis diputados de partido, representan el 23.8% del mismo total.


Con el aumento de catorce diputados de representación proporcional, se incrementa en 30.0%, el número total de integrantes del aludido Congreso, siendo sumamente importante destacar que el porcentaje que representarán los veinte diputados de mayoría relativa, descenderá en comparación al que tienen actualmente, dado que significará el 58,82% del total de los miembros del Congreso y que en cambio, el porcentaje correspondiente a los diputados de representación proporcional se incrementará a un 41.18% del mismo total, con lo que se hace realidad el derecho de las minorías a una mayor participación en la toma de decisiones en el poder que por excelencia representa al pueblo de Jalisco y se responsabiliza tanto a las  mayorías cuanto a las minorías en los diversos aspectos de la función pública, lo que constituye un privilegio de la democracia que a su vez permite el derecho a disentir y el derecho a coincidir y ambos factores, construyen el progreso de las sociedades plurales, como lo es la jalisciense.

Si bien, con el incremento en el número de diputados de representación proporcional crecerá el Congreso del Estado en dimensión numérica, también lo es, y esto es lo fundamental, en representatividad, favoreciendo de diversa manera a todos los partidos que participen en el proceso electoral y en especial a los minoritarios, quienes ganarán espacio político y de esa manera el trabajo político se verá enriquecido con la presencia de diputados de todas las corrientes ideológicas.


Por otra parte, en el mismo precepto legal se establece el principio de que todos los presuntos diputados, tanto los de mayoría relativa como los de representación proporcional, serán los que calificarán la elección de sus miembros, congruente este sistema con el principio de autocalificación al que ya antes hicimos referencia.


También se señala que el sistema de listas para la elección de disputados por el principio de representación proporcional, podrá ser al través de una o varias circunscripciones plurinominales y se establece el principio constitucional de que todos los diputados tendrán los mismos derechos y obligaciones para garantizar que las funciones encomendadas a los referidos representantes populares tengan un principio de igualdad.


Es importante destacar que la composición del Colegio Electoral al través de todos los presuntos diputados, permite que la integración del citado Colegio resulte universal y completa, habida cuenta que todos participan en el proceso de autocalificación y por ende, el mismo será más unificado, congruente y universal.

En el artículo 9° cuya reforma se propone, se determinan las bases para efectuar la elección de los catorce diputados por el principio de representación  proporcional, destacándose que todo aquel partido político con registro e el Estado que alcance por lo menos el 2% del total de la votación, tendrá derecho a participar en la asignación de diputados electos por el expresado principio, con la condición de que cuando menos, registre siete candidatos en igual número de distritos electorales uninominales.


Sobre este particular, es interesante destacar que nuestra Constitución vigente establece como requisito para tener derecho a diputados de partido, el que se obtenga el 3.5% de la votación total, reduciéndose en consecuencia el expresado porcentaje, con lo que se cristaliza el deseo plasmado en la consulta popular por varios sectores de la sociedad, de bajar el mencionado porcentaje, lo que evidentemente permitirá el fortalecimiento del pluralismo político, una mayor apertura democrática y la oportunidad de que aquellos partidos políticos minoritarios que alcancen el referido porcentaje tengan derecho a la asignación de un diputado por este principio de representación proporcional; de la misma manera es dable resaltar que en el expresado artículo se impone la obligación del registro de candidatos a diputados en cuando menos siete distritos uninominales, a fin de garantizar la mayor participación de los institutos políticos, de la ciudadanía en general y  que ello constituye una base de equilibrio y armonía entre las corrientes mayoritarias y minoritarias, para evitar la pulverización de la representación popular.


También se establece la oportunidad para que todos los partidos políticos que cumplan con las condiciones  antes expresadas tengan derecho a participar en la  asignación de diputados por el principio de representación popular, sin que impida dicho derecho el que hayan  obtenido el triunfo en algunos distritos por el principio de mayoría relativa, suprimiendo la taxativa existencia en la  Constitución vigente en el sentido de que el partido político que obtenga un diputado por el principio de mayoría relativa no tendrá derecho a la asignación de diputados de partido.

En el expresado precepto legal también se propone que si algún partido político obtiene la mitad más una de las constancias de mayoría, tendrá derecho a que se le asigne un diputado de representación proporcional por cada 7 por ciento del porcentaje de su votación, estableciéndose como tope el que no podrá tener más de veinticuatro diputados del total del Congreso del Estado. Con este sistema se pretende eliminar la inquietud en las minorías de que la mayoría se haga de un instrumento que le permita definir tanto al Gobierno como a la oposición, con la consiguiente cancelación de los  espacios reservados a las minorías. Por otra parte, este sistema también dará oportunidad a que el partido político que cumpla con las condiciones señaladas se le haga la asignación de un diputado por cada una de las veces en que dicho porcentaje alcance su votación.


De la misma manea, en el aludido precepto legal se indica que si ningún partido político alcanzó la mitad más una de las constancias  de mayoría, el partido que obtenga el mayor número de triunfos en la elección de diputados de mayoría relativa, se le asignarán diputados por el principio de representación proporcional hasta alcanzar la mayoría absoluta del Congreso. Mediante este sistema se garantiza que siempre exista un partido que tenga la mayoría en el Congreso habida cuenta que de otra manera no podría realizarse un adecuado proceso legislativo y se  entorpecería la función pública que al Poder Legislativo le compete por disposición constitucional. Es por ello que se impone la necesidad de establecer un mecanismo ágil flexible y eficaz, que elimine los riesgos tanto de la sobre representación de las mayorías, como de pulverización de la voluntad popular. Igualmente, este sistema permitirá asegurar la estabilidad y la eficacia del Congreso del Estado.

Finalmente, se deja a la Ley Electoral que se envía también a su consideración, el establecimiento de la fórmula electoral y el procedimiento para la asignación de curules por este principio, dado que por la característica de este ordenamiento es donde deben especificarse estos aspectos.


En el artículo 10 de la Constitución Local, cuya reforma se propone, se establecen los requisitos para ser diputados, modificándose en algunas de sus  fracciones, la redacción para actualizarla a los nombramientos que actualmente tienen los servidores públicos que prestan sus servicios en las distintas dependencias de la administración pública y se propone incorporar los correspondientes a no ser integrante de los organismos electorales a menos que se separe de sus funciones noventa días antes de la  elección, lo que constituye un requisito sano de imparcialidad, así como el relativo al impedimento de ser magistrado del Tribunal de la Contencioso Electoral, habida cuenta que por las características de las funciones que desempeñarán tales servidores públicos es indispensable que permanezcan al margen de toda inquietud de índole político-electoral, por último, en el expresado numeral también se propone que se incluya como requisito para ser diputado, el de la no reelección para el período inmediato, remitiéndose en éste aspecto a lo previsto en los párrafos segundo y tercer del artículo 11 de la propia Constitución Local.


La reforma que se propone al artículo 11 de la Constitución, en su primer párrafo se precisa que los  diputados nunca podrán ser reconvenidos por la manifestación de sus ideas, con lo que además de adecuarlo al artículo relativo de la Constitución Federal, se dan las bases para  garantizar la libertad de expresión de los representantes  populares, asegurándose por lo tanto el legítimo derecho de disentir y de expresar sus convicciones ideológicas de los diputados.


De la misma manera en el referido artículo se establece el impedimento para que puedan ser reelectos para el período inmediato. Dicha prohibición además  permite la renovación de ideas y genera oportunidades para nuevas aportaciones ideológicas y concede más apertura a los diferentes miembros de la sociedad de la sociedad a efecto de que realicen su legítima aspiración de ser representantes populares.


En el último párrafo que se propone del citado numeral, se aclara que los diputados suplentes podrán ser electos para el período inmediato con el carácter de  propietarios con la condición de que no hayan estado en ejercicio, con lo que se concede la oportunidad para que  dichos representantes puedan contender en el proceso electoral respectivo y de obtener el triunfo, representar a la ciudadanía que los eligió, dado que sería injusto el impedir que los diputados suplentes no pudieran participar en la  contienda electoral por el solo hecho de haber triunfado con dicho carácter en la elección anterior, siendo  interesante destacar que el único impedimento para lograr ese objetivo es el de que no hayan actuado en el período en substitución del propietario, habida cuenta que de no existir dicho impedimento podría presentarse el supuesto de una reelección disfrazada, lo que ciertamente no debe permitirse en nuestro sistema constitucional por las razones antes expresadas. En el propio párrafo, también se indica con toda claridad que los diputados propietarios no  podrán ser electos para el período inmediato con el carácter de suplentes para ser congruente con el principio de la no reelección inmediata.

A efect9o de adecuarlas con las reforma que se llevaron a cabo tanto a  nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con las normas legales del  Código Federal Electoral, en las que se establecieron las fechas para la realización de los comicios para la renovación de los integrantes del Congreso de la Unión y el Titular del Poder Ejecutivo Federal, al haberse cambiado la fecha de las elecciones del primer domingo de julio al primer miércoles del mes de septiembre del año de la elección, dado que es incuestionable la necesidad de  ajustar al calendario político-electoral existente en nuestra entidad, para dar oportunidad al  proceso de selección y registro de candidatos de los diferentes partidos políticos registrados en el Estado, así como para que la instalación del Congreso Estatal se efectúe en los plazos que se indican en  la Constitución Local, se propone modificar la fecha de la citada instalación, para que en lugar del primer día de febrero del año siguiente al de la elección,  ésta se lleve a cabo el quince de marzo del año de la elección.

Es interesante mencionar que, en términos de lo previsto en la Ley Electoral del Estado que se envía también a esa Soberanía, la fecha de realización de los comicios en la entidad debe cambiarse del primer domingo de diciembre al segundo miércoles de febrero del año de la elección. Esta modificación de fecha es necesaria ya que de otra manera se juntarían el proceso de selección de candidatos para la renovación de los poderes legislativo y ejecutivo y de los integrantes de los ayuntamientos del Estado con los comicios federales, que según se dijo anteriormente tendrá verificativo el primer miércoles de septiembre. Finalmente, se propone que se haga el cambio en cuanto a la fecha de instalación del Congreso para dar oportunidad a que se instale el Colegio Electoral y éste califique las elecciones de los integrantes del propio  Poder Legislativo.

En este mismo orden de ideas, se propone la reforma al artículo 13 de la Constitución local a efecto de modificar la fecha del primer período ordinario de sesiones del Congreso del Estado, cambiándolo del primer sábado de febrero al último de marzo, por el del tercer sábado de marzo al último de mayo y de esta manera permitir que se  inicien las sesiones ordinarias correspondientes a dicho período hasta que se haya instalado el expresado  Congreso del Estado. En cuanto al segundo período ordinario no se contempló la necesidad de realizar ningún ajuste máxime que se estima adecuado como se contempla en el texto actual.


Por lo que se refiere a la reforma que se propone al artículo 14 de la Constitución local, la misma se  justifica a efecto de incluir en el expresado texto legal la facultad de que el Congreso del Estado pueda además de celebrar sesiones extraordinarias, la de llevar a cabo períodos extraordinarios máxime que en la fracción XVI, del artículo 35 del citado cuerpo legal existe la posibilidad de que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado convoque al propio Congreso a períodos extraordinarios; en esas condiciones la esencia de la reforma tiene a darle congruencia al referido artículo 14 con la facultad que se concede al Ejecutivo de la entidad.

A efecto de adecuarlo con las reformas propuestas, debe adicionarse el artículo 23 de la Constitución  local; por lo que se propone la reforma a la fracción VII del citado proceso legal, con el objeto de darle facultades al Congreso del Estado para efectuar el cómputo de los votos emitidos en la elección de munícipes para integrar los ayuntamientos de la entidad y calificar las elecciones respectivas incluyendo la asignación  de regidores por el principio de representación proporcional.


La reforma que se propone es trascendental en nuestro sistema político-electoral dado que en términos de la Ley Electoral vigente,  la calificación de dichos comicios los lleva a cabo el Consejo Electoral del Estado y las impugnaciones a los resultados son conocidos por el propio organismos electoral erigido en el Tribunal Electoral. Ahora bien, se estima más adecuado que sean los propios representantes populares los que califiquen las elecciones para la renovación de los Ayuntamientos del Estado dado que de esta manera se garantiza la independencia a e imparcialidad en las resoluciones que se dicten mediante el aludido Colegio Electoral, máxime que según lo asentamos  con antelación, es preferible otorgarle dicha competencia a un órgano colegiado, integrado por una representación plural, en el que estarán representadas las diversas corrientes ideológicas  existentes en el Estado, dejando al Consejo Electoral Estatal únicamente competencia para conocer de asuntos de índole administrativo.

En este sentido es dable resaltar que, históricamente conocían de la calificación de dichas elecciones, las Juntas Computadoras a las que con antelación hicimos referencia, posteriormente, estas funciones las llevó a  cabo un Tribunal Electoral y a partir de 1979 en que se expidió una nueva Ley Electoral en el Estado, esta actividad se encomendó al Consejo Electoral Estatal; estimándose de suma importancia que el citado organismo únicamente tenga funciones administrativas y que sea el Poder que por mandato constitucional representa al pueblo, quien califique las elecciones de los integrantes de los Ayuntamientos del Estado. Por otra parte, tal función no le es ajena al Congreso del Estado, quien por disposición constitucional actualmente lleva a cabo la calificación de la elección de Gobernador del Estado, erigido en Colegio Electoral y por ende, debe aprovecharse esta experiencia para que en materia de elecciones municipales también lleve a cabo el  cómputo y en su caso haga la declaratoria correspondiente.


En cuanto a las impugnaciones que pudieran presentarse contra la negativa o expedición de las  constancias de mayoría de las elecciones municipales, es interesante destacar que en términos de la Ley Electoral del Estado que por separado se somete a su consideración, se concede al Tribunal de lo Contencioso Electoral la facultad de conocer de las inconformidades que en esa materia se presenten, con las ventajas consiguientes de que sea un organismo autónomo quien resuelva tales impugnaciones.


Por último, se deja al expresado Colegio Electoral del Congreso del Estado, la facultad de hacer las asignaciones de los regidores de representación proporcional a efecto de hacer congruente tal facultad con la  de los regidores electos por el principio de mayoría relativa, subsistiendo  además la posibilidad legal que dicho Colegio califique y declare electo al candidato a Gobernador del Estado que haya triunfado en la elección correspondiente, tal y como existe actualmente.

Se propone la adición de un párrafo a la fracción VIII, del referido artículo 23 de la Constitución Política Local, a efecto de otorgarle facultades al Congreso del Estado para designar, de entre las listas que se le hubieren presentado los partidos políticos registrados, a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral del Estado, esta adición es de suma importancia ya que al través del expresado Congreso del Estado, los mencionados partidos políticos y dentro del plazo que se contempla en la nueva Ley Electoral del Estado que también envío a su consideración, deben de hacer llegar listas de prospectos a integrar dicho Tribunal en su carácter de Magistrados, lo que evidentemente fortalecerá su independencia de criterio y fundamentalmente porque competerá a los propios partidos políticos la elaboración de las propuestas correspondientes de aquellos servidores públicos que al ser seleccionados por el Congreso del Estado, tendrán la elevada función de examinar, conocer y resolver las inconformidades que en materia político-electoral les sean sometidas a su consideración en la forma y términos que contempla la Ley Electoral del Estado a que antes se hizo referencia.


Se propone así como, una adición a la fracción XI, del propio artículo  23 de la constitución Política local a afecto de darle facultades al Congreso Estatal para conocer y resolver sobre las renuncias que en su caso les lleguen a presentar los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral del Estado, siendo interesante destacar que esta facultad se justifica para darle congruencia a la concedida en la fracción anterior cuya adición se propone, máxime si el Congreso está autorizado para designar a los Magistrados, por mayoría de razón debe también aceptar las renuncias que le presenten éstos.

De la misma manera y para que exista la congruencia a la que nos hemos venido refiriendo, se propone a su consideración la reforma a la fracción XII del  multicitado artículo 23 de nuestra Constitución Local, en el sentido de autorizar al Congreso del Estado a dar licencias a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral cuando estas excedan de dos meses.

En cuanto al artículo 25 de la Constitución Política Local, se propone la reforma a la fracción V, a efecto de facultar a la Diputación Permanente del Congreso del Estado, a recibir los expedientes electorales relativos a la elección de Diputados, Gobernador, Presidente, Vicepresidente y Regidores de los Ayuntamientos de la Entidad, con la finalidad de entregarlos bien sea a la Junta Preparatoria Electoral del Congreso, en el caso de la  elección de Diputados, o al Congreso, en el supuesto de las elecciones de las demás autoridades. Es interesante destacar que básicamente la reforma en comento se justifica por la congruencia que debe darse a los demás preceptos legales a que antes hicimos referencia.

Se propone también la reforma el artículo 28 de la citada Constitución local, dado que por imperativo  de la reforma al artículo 116 de nuestra Carta Fundamental y al segundo Transitorio del Decreto que dio origen a la expresada reforma,  debe adecuarse a los términos de la fracción I del aludido numeral. Igualmente, se modifica la fecha en que el Gobernador entrará a ejercer su encargo, cambiándose del primero de marzo del año de la elección al primero de abril del año en que se verifique la misma,  a efecto de dar oportunidad a que se califique por el Colegio Electoral del Congreso del Estado la elección respectiva y darle congruencia con el calendario político-electoral que se establece tanto en la propia Constitución cuanto en la nueva Ley Electoral del Estado que por separado estoy remitiendo.

En el propio precepto legal se precisa la prohibición de que el Gobernador cuyo origen sea la lección popular ordinaria o extraordinaria no podrá volver  a ocupara ese cargo, para dejar bien claro el impedimento a que sea reelecto aún con el carácter de interino, provisional, sustituto o encargado del despacho. De la misma manera se indica que la elección de Gobernador será directa y en los términos que disponga la Ley Electoral que se somete a su consideración. Es dable resaltar que mediante esta prohibición se garantiza el principio de la no reelección.

Por último, se adecua el párrafo final del citado artículo a la prohibición contenida en nuestra Carta Fundamental en el sentido de que el Gobernador, cualquiera que fuere su denominación, que supla las faltas temporales del Gobernador Constitucional, nunca podrá ser electo para el período inmediato, siempre que desempeñe el cargo en los dos últimos años, con lo que se evita cualquier  tipo de presión que se pudiera ejercer por el servidor público que estando desempeñando con dicho carácter el cargo de  referencia, se aproveche e incluya para que se le postule a un período constitucional inmediata.


En el artículo 30 de la multicitada Constitución Política Local, se propone su reforma a efecto de que al presentarse cualesquiera de las hipótesis a que alude el referido numeral, consistentes en que si al comenzar un período constitucional, la elección no se hubiere verificado o calificado; no se hubiere declarado electo el  Gobernador o éste no se presentare el día en que debe tomar posesión, deberá cesar el Gobernador cuyo período hubiere  concluido, encargándose desde luego del Poder Ejecutivo, el ciudadano que designe el Congreso del Estado.


Mediante esta reforma se concede al Congreso del Estado, la facultad de hacer la designación a que antes se aludió, modificándose el texto actual que establece que al presentarse cualesquiera de los supuestos aludidos, debería de encargarse del despacho en su carácter de Gobernador interino, el Magistrado que estuviere desempeñando  el cargo de Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. La reforma se justifica a efecto de darle congruencia con lo dispuesto por el artículo 6° de la propia Constitución  local, en cuanto dispone que nunca podrán reunirse dos poderes en una sola persona y de no realizarse la reforma, bien podría presentarse la hipótesis de que se viene hablando, con lo que además de contravenir el texto constitucional, se rompería el equilibrio que debe existir entre los poderes de la entidad. Por otra parte, la  reforma también encuentra su justificación con la adecuación a lo que sobre este particular contempla la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para el caso del Presidente de la República.


Finalmente, se propone que se reformen y adicionen varios párrafos a la fracción I, del artículo 36,  de la Constitución Política local por las consideraciones siguientes: por lo que corresponde al párrafo tercero la expresada fracción, se propone reformarlo para darle claridad y precisar la fecha a partir de la cual los munícipes durarán en su encargo, aspecto éste que no existe en el texto vigente y que se considere importante para que  constitucionalmente quede bien definida la fecha en que estos inician su período, tal y como se indica para los Diputados y para el Titular del Poder Ejecutivo del Estado. Por otra parte, se hace el ajuste correspondiente en cuanto a la fecha de inicio de sus funciones a efecto de hacer la congruente con el calendario político electoral del Estado, modificándose la misma del primero de enero del año siguiente al de la elección, al día treinta y uno de marzo del año de la elección.


Es de suma importancia destacar la adición que se contiene al expresado artículo, en su fracción I, al establecerse en la Constitución Política local los requisitos para ser Presidente, Vicepresidente y Regidor de los Ayuntamientos de la entidad, aspecto éste que al realizarse la reforma al artículo respectivo en el año de 1983, se omitió, dado que se consignaron únicamente en la Ley Electoral; pero dada la trascendencia de la función que desempeñan los expresados munícipes se estima que, al igual que en el testo constitucional se mencionan los requisitos para ser Diputados y para ser Gobernador, debe asentarse con toda claridad los que se requieren para ser munícipe, siendo dable resaltar que se requiere, al igual que para ser diputado, el ser nativo del Estado o avecindado legalmente en la entidad, cuando menos dos años inmediatos y anteriores al día de la elección, sin que se pierda la vecindad por el desempeño de cargos públicos de elección popular, ni en defensa de la patria y de sus instituciones, habidas cuenta que sería injusto privar al ciudadano que está desempeñando cualesquiera de estos cometidos de la posibilidad de ser postulado como candidato. También se establece la obligación de separarse de sus cargos sesenta días antes de la elección, en aquellos casos de servidores públicos de la Federación, del Estado o del Municipio de que se trate, destacándose que en este caso y por la propia naturaleza de la elección de que se trata, se redujo el término de separación que se exige para ser candidato a Diputado, en el que se debe dar la separación con noventa días de anticipación.

En cuanto a los artículo transitorios es importante advertir que se aclara que, por única vez, la LII Legislatura del Congreso del Estado, se instalará el primero de febrero de mil novecientos ochenta y nueve, dado que así se hace congruente con el proceso electoral próximo que tendrá verificativo según se dijo anteriormente, el primer miércoles de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, siendo también importante destacar que los integrantes de la próxima Legislatura del Congreso del Estado, durarán en sus funciones de la fecha aludida hasta el día  catorce de marzo de mil novecientos noventa y dos.


Por lo que corresponde al Gobernador del Estado que se elija para el próximo período constitucional, es dable igualmente destacar que deberá entrar a ejercer su encargo el primero de febrero de mil novecientos ochenta y nueve y durará en él, hasta el día último de marzo de mil novecientos noventa y cinco, por lo que su período será de seis años y un mes.


En lo que se refiere a los Munícipes que se elijan para la siguiente administración municipal de los Ayuntamientos de la Entidad, es importante advertir que  por única vez entrará a ejercer su encargo el primero de enero de mil novecientos ochenta y nueve y que durarán en funciones hasta el día treinta de marzo de mil novecientos noventa y dos, es decir, tendrán un período de tres  años y tres meses.


Las anteriores prórrogas en cuanto a la duración en los cargos tanto de Diputados, Gobernador, como Munícipes se justifican por la adecuación al calendario político-electoral del Estado y operarán solamente para los próximos servidores públicos que resulten triunfadores en las elecciones respectivas, dado que respecto a los que están actualmente en funciones, se respecta exactamente el período  para el que fueron electos.


Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 16, fracción II, 23, fracción I, 26 y 35 de la Constitución Política del Estado, por su digno conducto me permito someter a la consideración de esa Soberanía, la siguiente:


INICIATIVA DE DECRETO  QUE REFORMA LOS ARTICULOS 2°, 6°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 25, 28 Y 30 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO Y QUE ADICIONA Y REFORMA LOS ARTICULOS 23 Y 36 DE LA PROPIA CONSTITUCION.
